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SECRETARIO DE ESTUDIO: Daniel Omar Gutiérrez Ruvalcaba.
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                       Aguascalientes, Aguascalientes a veinticuatro de septiembre de dos mil veinte.


Sentencia definitiva, en la que se revoca la resolución CG-R-04/2020 emitida por el Consejo General del Instituto Estatal Electoral mediante la cual se determinó el desechamiento del Procedimiento Sancionador Ordinario.

GLOSARIO


	IEE:
	Instituto Estatal Electoral. 

	
	

	Consejo General:
	Consejo General del Instituto Estatal Electoral en Aguascalientes.


	Código Electoral:

Tribunal Electoral:

Promovente:

PES:

POS:


	Código Electoral del Estado de Aguascalientes.

Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes.

Luis Emmanuel Gaytán Ibarra

Procedimiento Especial Sancionador.

Procedimiento Ordinario Sancionador.




1. ANTECEDENTES
Los hechos sucedieron en el año dos mil veinte, salvo precisión en contrario.

1.1. Presentación de denuncia. El catorce de agosto, el promovente presentó ante el Consejo General, un escrito para la tramitación de un PES en contra del H. Ayuntamiento, la Presidenta Municipal, el secretario del Ayuntamiento y el Secretario de Comunicación Social, todos del municipio de Aguascalientes, al considerar que violentan el artículo 134, octavo párrafo, de la Constitución Federal y ponen en peligro la equidad de la contienda, al no dar cumplimiento a la Ley de Imagen Institucional para el Estado de Aguascalientes y sus Municipios.

1.2. Radicación de la denuncia y cambio de vía. En acuerdo de diecisiete de agosto, el Secretario Ejecutivo radicó la queja con el número de expediente IEE/PSO/002/2020 y determinó que debía ser sustanciada a través de un POS.

1.3. Acuerdo que propone desechamiento. El veinticuatro de agosto el Secretario Ejecutivo emitió un acuerdo en el cual estableció que a su consideración se actualizan diversas causas de improcedencia, por lo que propondría al Consejo General un proyecto de desechamiento.

1.4. Interposición de recurso. El treinta y uno de agosto, inconforme con las determinaciones del diecisiete y del veinticuatro de agosto, el promovente interpuso Recurso de Revisión del Procedimiento Especial Sancionador.

1.5. Resolución del expediente IEE/PSO/002/2020. En vía de alcance a su informe circunstanciado, el ocho de septiembre, el Secretario Ejecutivo remitió a este Tribunal, copia certificada de la resolución dictada en esa fecha por el Consejo General, mediante la cual se resolvió el procedimiento sancionador IEE/PSO/002/2020.

1.6. Aviso de interposición de recurso de apelación. El quince de septiembre, se recibió en este Tribunal, un aviso de presentación de recurso de apelación en contra de la resolución de desechamiento precisada en el punto anterior.

1.7. Turno y recepción de expediente TEEA-RAP-001/2020. El día veintidós de septiembre, se recibieron la totalidad de las constancias que integran el expediente relativo al Recurso de Apelación que nos ocupa, y por acuerdo de la Secretaria General de Acuerdos del Tribunal Electoral, se turnó a la ponencia a cargo del Magistrado Héctor Salvador Hernández Gallegos.

1.10. Radicación, admisión y cierre de instrucción. En su oportunidad, el Magistrado instructor, radicó el expediente, admitió el juicio, declaró cerrada la instrucción y ordenó formular el proyecto de sentencia correspondiente.

2. CONSIDERANDOS.
 
COMPETENCIA. En términos de los artículos 297, fracción II, 335, fracción II, 336 y 337 del Código Electoral, este Tribunal Electoral es competente para resolver el Recurso de Apelación interpuesto, al haber sido promovido por un ciudadano que controvierte una resolución emitida por el Consejo General. 

PROCEDENCIA. El Recurso de Apelación cumple con los requisitos de procedencia previstos en el artículo 302 del Código Electoral. 

a) Forma. La demanda fue presentada por escrito, se identifica el acto impugnado, denuncia los hechos y agravios en los que se basa el recurso, los preceptos presuntamente violados, así como el nombre y firma autógrafa de la promovente.

b) Oportunidad. El recurso se interpuso en el plazo legal previsto en el artículo 301 del Código Electoral, es decir, dentro de los cuatro días hábiles siguientes a la emisión del acto combatido.

c) Legitimación y Personería. El recurso de apelación fue promovido por el C. Luis Emmanuel Gaytán Ibarra, en su calidad ciudadano.

d) Interés Jurídico.  El actor tiene interés jurídico para promover el recurso de apelación, pues la resolución controvertida es atinente al desechamiento del POS en el que es parte.

e) Definitividad. Se colma tal requisito ya que, dentro del Código Electoral no se prevé medio de impugnación diverso por el que previamente se pueda combatir el acto que se impugna.

3. TERCEROS INTERESADOS. De las constancias que obran en autos, no se advierte comparecencia de tercero interesado alguno.

4. FIJACIÓN DE AGRAVIOS.
 
En esencia, el promovente aduce que se transgreden los artículos 14, 16, 17, 41 y 134 de la Constitución Federal por lo siguiente:

a) Que, si bien las aludidas violaciones al artículo 134, párrafo séptimo y octavo de la Constitución Federal son derivadas de probables infracciones administrativas, se traducen en la utilización de recursos públicos para la promoción personalizada con tendencia a generar un posicionamiento de la imagen e influir en el electorado, por lo que también trata de materia electoral al estar incluso previsto en el artículo 248, fracción III del Código Electoral, por lo que no debió de desecharse la denuncia.
b) Indica que la resolución impugnada no salvaguarda el orden constitucional sobre neutralidad de los recursos públicos y la promoción personalizada de servidores públicos, puesto que la responsable omitió observar que con los hechos denunciados existía una vinculación entre una imagen institucional y conjunto de funcionarios, por lo que para verificar si hay o no relación, es necesario atraerse de pruebas y analizarlas.
c) Sostiene que el IEE no debió de desechar la denuncia, puesto que su competencia deriva de que el denunciante se duele de una supuesta transgresión al artículo 134 en su párrafo octavo como precepto violado, por lo que la responsable es garante de la constitucionalidad, tratándose de neutralidad de los recursos públicos contenida en citado precepto constitucional.
d) Que, si bien puede tratarse de una falta administrativa que tiene la posibilidad de ser conocida por otra autoridad de distinta materia, los organismos electorales son los encargados de velar por el uso neutral de los recursos públicos, no solo sancionando, sino, además, generando una determinación para que cesen los efectos del acto reclamado, por lo que con independencia que pueda conocerse en otra vía, el OPLE es competente para sustanciarlo y resolverlo.
e) También señala que con el cambio de vía de PES a POS, se le priva de una justicia pronta y expedita privilegiando los formalismos sobre el fondo dada la urgencia de lograr el respeto constitucional. Por lo anterior, solicita además un control de constitucionalidad y convencionalidad del artículo 252 de la porción normativa que establece “dentro de los procesos electorales”, por considerarla restrictiva, no razonable ni proporcional.

5. CUESTION JURÍDICA A RESOLVER.

En consideración a los puntos que anteceden, las cuestiones jurídicas a resolver son:

a) Si es pertinente realizar un control de constitucionalidad y convencionalidad del artículo 252 del Código Electoral y, por consecuencia inaplicarlo o decretar su constitucionalidad.
b) Si fue legal el cambio de vía realizado por el OPLE, de reencauzar el asunto de un Procedimiento Sancionador Especial a uno Ordinario.
c) Si la resolución de desechamiento impugnada fue apegada a derecho o no, y de no serlo, modificarla o revocarla.

Por razón de método, el análisis de los conceptos de agravios se hará en su conjunto, sin que tal situación ocasione perjuicio alguno a los promoventes, con sustento en el criterio sostenido por la Sala Superior en la jurisprudencia 4/2006, cuyo rubro es: "AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN", porque la forma de analizarlos no es lo que puede originar una lesión, sino que lo trascendental, es que todos sean estudiados.

6. ESTUDIO DE FONDO.

6.1. Marco jurídico.
PES y POS.

Con la reforma político electoral nacional de 2014, se realizaron importantes cambios que impactaron al procedimiento sancionador en sus dos tipos: ordinario y especial, haciendo necesaria una nueva regulación a nivel local.

Por lo que hace al régimen sancionatorio administrativo electoral en Aguascalientes, es importante tener en consideración que el Código Electoral establece expresamente los supuestos para la procedencia del POS y del PES, a saber: 


“ARTÍCULO 252.- Los procedimientos sancionadores se clasifican de la siguiente manera:

I. Procedimiento Sancionador Ordinario: Los cuales se pueden instaurar por faltas cometidas dentro y fuera de los procesos electorales, y

II. Procedimiento Especial Sancionador: Los cuales deben ser expeditos y se instauran por faltas cometidas dentro de los procesos electorales.

Son órganos competentes para la tramitación y resolución del procedimiento sancionador:

I. El Consejo;
II. El Tribunal;
III. La Secretaría Ejecutiva, y
IV. Las Secretarías Técnicas Distritales…”

En el POS se denuncian conductas como; a) el uso indebido de recursos públicos o del padrón electoral; b) el condicionamiento de programas sociales; c) la indebida afiliación a un partido político; entre otras, y siempre que no se trate de conductas reservadas para ser investigadas por procedimientos especiales sancionadores, o bien, incidan directamente en el proceso electoral o su resultado.

Por su parte el  PES puede interponerse en contra de conductas que se considere: a) violan el uso de los tiempos de radio y televisión asignados a los partidos políticos; b) contravengan las normas sobre propaganda gubernamental, cuando contenga nombres, imágenes, voces o símbolos que promuevan un servidor público; c) actos de precampaña o campaña que puedan considerarse anticipados, o bien, d) contra propaganda que se considere acusa falsamente a un candidato o partido sobre la realización de algún delito, y que pueda influir en el resultado de la elección, y en general, contra cualquier conducta que pueda considerarse afecte o incida de manera inmediata en el proceso electoral.

Acceso a la Justicia.

El derecho humano de acceso a la justicia en México es un derecho fundamental, rector en el ejercicio jurisdiccional y parte del derecho a la tutela judicial efectiva. Toda persona quien ejerce su derecho de acción, debe conocer si los hechos denunciados vulneran o no la normativa legal o constitucional.

De acuerdo con la Suprema Corte de Justicia de la Nación,[footnoteRef:1] el derecho de acceso a la tutela jurisdiccional se ha definido como el derecho público subjetivo que toda persona tiene para que dentro de los plazos y términos legales, acceda de manera expedita a tribunales independientes e imparciales a plantear una pretensión o a defenderse de ella, con el fin de que a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre el propósito o la defensa y, en su caso, se ejecute tal decisión. [1:  Tesis: 1a./J. 103/2017 (10a.) DERECHO DE ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA. ETAPAS Y DERECHOS QUE LE CORRESPONDEN.
] 


De lo anterior, el derecho a la impartición de justicia comprende tres etapas, a las que corresponden tres derechos: (i) una previa al juicio, a la que le corresponde el derecho de acceso a la jurisdicción, que parte del derecho de acción como una especie del de petición dirigido a las autoridades jurisdiccionales y que motiva un pronunciamiento por su parte; (ii) una judicial, que va desde el inicio del procedimiento hasta la última actuación y a la que concierne el derecho al debido proceso; y, (iii) una posterior al juicio, identificada con la eficacia de las resoluciones emitidas.

6.2. Indebido desechamiento.

Resolución de la autoridad responsable.

La autoridad responsable consideró en el capítulo sexto de su resolución impugnada, que; “la materia de los hechos denunciados consiste en primer lugar en la violación a los párrafos séptimo y octavo del artículo 134 de la Constitución a través de la inobservancia de la Ley de Imagen Institucional, cuya inobservancia se traduce en promoción personalizada ...  y, en segundo lugar, consiste específicamente en la violación a la Ley de Imagen por la omisión del H. Ayuntamiento de Aguascalientes en expedir el Manual de Identidad Institucional, por lo que sigue sin utilizar el escudo oficial y los colores institucionales en la imagen institucional del Municipio denunciado”.

Así mismo, señaló que de acuerdo con el artículo 3° fracción XI de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Aguascalientes, las autoridades competentes para conocer este tipo de faltas son los Órganos Internos de Control de los entes públicos.

Luego, indica además que los hechos denunciados no acreditaron la observancia del elemento personal, siendo este uno de los elementos exigibles para configurar propaganda personalizada, por lo que no existió a su ver elemento alguno que permitiera considerar objetivamente que los hechos materia de la denuncia configuraran infracción alguna en materia electoral.

Decisión.

Ha sido criterio de la Sala Superior que si bien los OPLEs pueden desechar la denuncia sin prevención alguna, entre otras causas, cuando del análisis preliminar de los hechos denunciados advierta en forma notoria y evidente que no constituyan violación en materia político-electoral, lo cierto es que esa facultad no autoriza al órgano administrativo electoral a desechar cuando se requiriera realizar juicios de valor acerca de la legalidad de los hechos, a partir de la ponderación de los elementos que rodean esas conductas y de la interpretación de la ley supuestamente conculcada, pues son cuestiones inherentes al fondo del asunto.[footnoteRef:2] [2:  Tesis jurisprudencial número 20/2009, del rubro “PROCEDIMIENTO ESPECIAL SANCIONADOR. EL DESECHAMIENTO DE LA DENUNCIA POR EL SECRETARIO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL NO DEBE FUNDARSE EN CONSIDERACIONES DE FONDO”] 


Lo anterior es así, puesto que para admitir o desechar una denuncia, antes se debe hacer un análisis preliminar de los hechos expuestos y con base a ello determinar si con lo manifestado por el denunciante y de las pruebas aportadas, se advierte de manera clara y notoria que los hechos denunciados pueden constituir una vulneración o no en materia electoral, ya que se debe analizar si existen al menos indicios que deban considerarse para entrar al estudio de fondo del asunto, y no simplemente desecharlo.[footnoteRef:3] [3:  jurisprudencia 45/2016, de esta Sala Superior, de rubro: “QUEJA. PARA DETERMINAR SU IMPROCEDENCIA SE DEBE REALIZAR UN ANÁLISIS PRELIMINAR DE LOS HECHOS PARA ADVERTIR LA INEXISTENCIA DE UNA VIOLACIÓN EN MATERIA DE PROPAGANDA POLÍTICO-ELECTORAL”.] 


Ahora, en el caso concreto, la autoridad responsable determinó desechar la denuncia a pesar de observar, como ya se precisó, que los hechos se basaban en la presunta violación al principio de equidad en la contienda, así como a los párrafos séptimo y octavo del artículo 134 de la Constitución Federal derivado de la supuesta inobservancia de la Ley de Imagen Institucional.

En ese sentido, la autoridad responsable omitió considerar que en el asunto existían indicios aportados por el promovente, consistentes en las pruebas técnicas donde se aprecian diversas publicaciones en redes sociales relacionadas con los hechos denunciados, lo que en su caso era suficiente para poder conocer de fondo el asunto, y entonces realizar las manifestaciones pertinentes sobre si existe acreditada falta alguna en materia electoral o no.

Por otro lado, la demandada realizó un estudio de las conductas denunciadas, partiendo del análisis del elemento personal para identificar si existía una vulneración a dicho principio, sin embargo, ello no puede llevarse al extremo de juzgar sobre la actualización o no de los elementos exigidos (personal, temporal y objetivo) para acreditar la existencia de las trasgresiones manifestadas a través de los hechos que motivan la denuncia, ya que esto es propio de la sentencia de fondo que se dicte en el POS y no de una de desechamiento.

La anterior argumentación encuentra sustento en que para determinar si existe una trasgresión a la normativa electoral y constitucional, se requiere de un estudio e interpretación de las normas aplicables, así como una valoración minuciosa, exhaustiva y adminiculada de las probanzas allegadas al expediente, para encontrarse en condiciones de determinar si está plenamente probada la infracción, así como la responsabilidad de los sujetos denunciados y, de ser el caso, imponer la sanción correspondiente.

En efecto, para determinar si los hechos objeto de denuncia vulneran o no la normativa electoral es necesario llevar a cabo el trámite correspondiente del POS, esto es: a) admitir la denuncia; b) emplazar a las partes; c) llevar a cabo la investigación y recabación de material probatorio; y d) resolver el asunto.

Aunado a lo anterior, los hechos denunciados pueden ser conocidos, en la parte que toca al incumplimiento de la Ley de Imagen Institucional por una autoridad administrativa diversa al Consejo General, pero en lo que hace a la vulneración de la normativa electoral aludida, así como de sus principios, evidentemente es competencia del OPLE sin importar si la omisión es recurrida en otro ámbito, puesto que la sanciones son distintas y no interdependientes.

En virtud de lo anterior, se consideran fundados los agravios hechos valer por el promovente, toda vez que la determinación del Consejo General vulneró el derecho de acceso a la justicia al impedir su impartición y administración al promovente, en su fase que va desde el inicio del procedimiento hasta la última actuación, restringiéndole tal derecho basándose en una consideración errónea.

Esto así, al existir elementos suficientes para considerar que los hechos u omisiones versan evidentemente sobre materia electoral, como es que el promovente en su denuncia relacionó el incumplimiento de una norma administrativa con su impacto en el artículo 134 constitucional, así como en el principio de equidad en las contiendas.

6.3. Sobre el reencauzamiento.

El promovente solicita que esta autoridad realice un control de constitucionalidad y convencionalidad del artículo 252 de la porción normativa que establece “dentro de los procesos electorales”, por considerarla restrictiva, no razonable ni proporcional.

Conviene destacar que para que este Tribunal Electoral proceda a inaplicarlo, tiene que cumplir con el mandato de la Suprema Corte que impone a todos los jueces seguir determinados pasos, antes de llegar a la consecuencia jurídica de inaplicar una disposición por considerarla contraria a la Constitución Federal y al orden jurídico internacional vinculante para el Estado Mexicano, como es que todas y todos los juzgadores están obligados a ejercer un control de constitucionalidad en una interpretación del orden jurídico en sentido amplio conforme con los derechos humanos, favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia en beneficio de las personas.[footnoteRef:4]  [4:  Tesis P.LXIX/2011 9ª; tesis aislada; materia constitucional, cuyo rubro y texto son: “PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS.” 
Tesis IV/2014 de rubro: “ÓRGANOS JURISDICCIONALES ELECTORALES LOCALES. PUEDEN INAPLICAR NORMAS JURÍDICAS ESTATALES CONTRARIAS A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y A TRATADOS INTERNACIONALES.”
 SUP-REC-27/2018] 

La Suprema Corte ha establecido que los juzgadores deberán de realizar un examen de constitucionalidad a través de un análisis compuesto por dos etapas; en la primera, se determinará si la norma impugnada incide en el alcance o contenido inicial del derecho controvertido, es decir, debe establecerse si la norma impugnada efectivamente limita el derecho fundamental que se estima violentado por parte del justiciable, (en este caso el acceso a la justicia), dado que en esta primera fase corresponde precisar si la norma controvertida tiene algún efecto sobre un derecho humano, resultando que si la conclusión es negativa, el examen debe terminar en esta etapa.

En cambio, si la conclusión es positiva, en una segunda etapa, debe examinarse si existe una justificación constitucional para que la medida cuestionada reduzca o limite la extensión de la protección que otorga inicialmente el derecho que se estima vulnerado. En este caso, es cuando resulta necesario realizar el test de proporcionalidad respectivo, a efecto de determinar que la medida impugnada resulte idónea, necesaria y proporcional en estricto sentido.

[bookmark: _Hlk49425434]Sin embargo, se estima innecesario realizar el test de proporcionalidad que solicita el promovente, pues al respecto, la Sala Superior[footnoteRef:5] ha precisado que dicho test es necesario cuando la interpretación de la norma condiciona o limita el ejercicio de un derecho humano, sin embargo, el que el legislador haya establecido en el Código Electoral un sistema de medios de impugnación y procedimientos sancionadores diversos, no transgrede el ejercicio del acceso a la justicia, puesto que solo lo reglamenta, como se verá a continuación. [5:  SUP-REC-27/2018] 


Conforme a lo dispuesto en el Código Electoral, se puede advertir que establece las reglas de procedencia de los procedimientos sancionadores, es decir, el POS se puede iniciar en cualquier momento en que se tenga conocimiento de la comisión de una conducta infractora de la norma electoral; mientras que el PES, se encuentra condicionado al desarrollo del proceso electoral local, lo anterior, en virtud de que las conductas infractoras que mediante éste se regulan, principalmente tienen que ver con la contravención a normas sobre propaganda política o electoral, o por la constitución de actos anticipados de precampaña o campaña. 

Es importante considerar que, si bien el PES está expresamente reconocido para incoarlo durante el desarrollo de los procesos electorales, la jurisprudencia del TEPJF ha fijado el criterio de que cuando la controversia verse sobre propaganda en radio y televisión, dicho procedimiento sancionador también será la vía que puede ser instaurada durante el desarrollo o fuera de un proceso electoral,[footnoteRef:6] siendo ésta una excepción para instaurarlo fuera de proceso electoral.  [6:  Jurisprudencia 10/2008 de rubro: “PROCEDIMIENTO ESPECIAL SANCIONADOR ES LA VÍA PREVISTA PARA ANALIZAR VIOLACIONES RELACIONADAS CON PROPAGANDA POLÍTICA O ELECTORAL EN RADIO Y TELEVISIÓN”.
] 


Ahora bien, durante el curso de un procedimiento electoral, las denuncias por presuntas infracciones a la normativa electoral deben conocerse por la vía de PES, y cuando se aprecie de forma clara e indubitable que los hechos materia de la denuncia no inciden en el procedimiento electoral que se lleva a cabo, se tramitarán por la vía ordinaria

En consecuencia, cuando la autoridad reciba una denuncia estando en curso un proceso electoral federal o local y advierta que los hechos denunciados impactan la contienda respectiva debe tramitar el procedimiento administrativo a través de la vía especial y, excepcionalmente, puede hacerlo mediante la vía ordinaria, si aprecia que lo denunciado no tiene un efecto inmediato en el proceso electoral.

Dejando de lado estas excepciones, toda conducta que se realice fuera de proceso electoral, tendrá que ser substanciado a través del POS, independientemente de las conductas e infracciones que se denuncien, lo anterior, porque la norma no hace una distinción en cuanto al tipo de infracción, sino únicamente en relación a la temporalidad en que se cometen.

En el caso, el actor se duele de que el POS vulnera el principio constitucional de justicia pronta y expedita, agravio que es infundado que se considera infundado por las siguientes consideraciones.

[bookmark: _ftnref15]El POS goza de la naturaleza de un procedimiento seguido en forma de juicio, por lo que cumple con el valor axiológico de la seguridad jurídica, que permea en todos los procedimientos formal o materialmente jurisdiccionales. En este orden de ideas, en materia convencional, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha determinado como parte del debido proceso, el principio del plazo razonable, el cual se fundamenta en la necesidad de evitar dilaciones indebidas en la instrucción y resolución de un procedimiento.

[bookmark: _ftnref16]El artículo 8, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a las garantías judiciales, en su párrafo 1, dispone que toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

Conforme a la siguiente tabla, es posible advertir que el POS tiene una regulación y plazos específicos y razonables, en atención al principio de debido proceso y certeza jurídica.

	ETAPA.
	POS
	PES

	ADMISION
	La Secretaría Ejecutiva contará con un plazo de cinco días contados a partir de que reciba queja o denuncia, para emitir el acuerdo de admisión o propuesta de desechamiento.
	La Secretaría Ejecutiva contará con un plazo de 24 horas contadas a partir de la presentación del escrito de denuncia o queja, para emitir acuerdo de admisión o desechamiento de la denuncia, o en su caso prevenir al denunciante para subsanar las omisiones de su escrito.

	CONTESTACIÓN DEL DENUNCIADO.
	Una vez admitida, se tendrá un plazo de cinco días para que el denunciado conteste respecto a las imputaciones que se le formulan
	Cuando la Secretaría Ejecutiva admita la denuncia, emplazará al denunciante y al denunciado para que comparezcan a una audiencia de pruebas y alegatos, que tendrá lugar dentro de los tres días siguientes a la admisión

	INVESTIGACIÓN Y PRUEBAS.
	El plazo para llevar a cabo la investigación no podrá exceder de veinte días.

Dicho plazo podrá ser ampliado de manera excepcional por una vez, hasta por un periodo igual al antes señalado
	Celebrada la audiencia, la Secretaría Ejecutiva deberá turnar dentro de las veinticuatro horas posteriores al Tribunal, el expediente completo, exponiendo en su caso, las medidas cautelares y demás diligencias que se hayan llevado a cabo, así como un informe circunstanciado.

	VISTA DEL EXPEDIENTE
	Concluido el desahogo de las pruebas, la Secretaría Ejecutiva pondrá el expediente a la vista del quejoso y del denunciado para que, en un plazo de cinco días, manifiesten lo que a su derecho convenga

vencido este plazo, el Secretario Ejecutivo podrá ampliarlo mediante acuerdo en el que se señalen las causas que lo motiven; la ampliación no podrá exceder de diez días.
	

	PROYECTO DE RESOLUCIÓN.
	Transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior procederá a elaborar el proyecto de resolución correspondiente, en un término no mayor a diez días contados a partir del desahogo de la última vista, vencido este plazo, el Secretario Ejecutivo podrá ampliarlo mediante acuerdo en el que se señalen las causas que lo motiven; la ampliación no podrá exceder de diez días

El proyecto de resolución que formule la Secretaría Ejecutiva será enviado al Consejo, dentro del término de cinco días, para su conocimiento y estudio
	Una vez que se encuentre debidamente integrado el expediente, el Magistrado Ponente, dentro de las cuarenta y ocho horas, deberá poner a consideración del Pleno del Tribunal el proyecto de sentencia que resuelva el procedimiento especial sancionador

	CONVOCATORIA DEL CONSEJO, RESOLUCIÓN.
	El Presidente del Consejo, a más tardar al día siguiente de la recepción del proyecto de resolución, convocará a los demás integrantes a sesión del Pleno, la cual deberá celebrarse pasadas setenta y dos horas de la fecha de la convocatoria, con la finalidad de que dicho órgano colegiado analice, valore y resuelva.
	El Pleno del Tribunal, en sesión pública, resolverá el asunto en un plazo de veinticuatro horas contadas a partir de que se haya distribuido el proyecto de resolución.

	TIEMPO:
	48 DIAS (Considerando plazos máximos)
	8 DIAS (Si el Tribunal no ordena diligencias de mejor proveer y se lograron emplazar a todas las partes)



Si bien, los plazos en el POS son más amplios que en el PES, al estar fuera de proceso electoral, no se ponen en peligro los valores fundamentales de los procesos comiciales y, por tanto, no se requiere que su sustanciación y resolución sea tan expedita como en el PES.

La razón de ser del POS y su regularidad constitucional y legal, ha sido refrendada por la Sala Superior al resolver los recursos de revisión del procedimiento especial sancionador SUP-REP-492/2015 y SUP-REP-551/2015, en los que estableció que el POS permite contar con plazos más amplios para su instrumentación, así como la posibilidad de allegarse mayores elementos de convicción, siempre y cuando no se esté ya, dentro de un proceso electoral.

Es decir, el POS se constituye como un procedimiento eficaz y pertinente para conocer y sancionar infracciones a la normativa electoral, a través de plazos razonables y amplios que permiten allegarse de mayor cantidad de medios de prueba, sin la premura que se da, cuando ya se está dentro de un proceso electoral y, por tanto, se hace necesaria la resolución y restablecimiento del orden legal y constitucional de forma casi inmediata.

Por tanto, el POS lejos de vulnerar el debido proceso y la impartición de justicia pronta y expedita, es un procedimiento eficaz e idóneo para conocer de hechos infractores de la norma, ya que otorga un mayor plazo para recabar el material probatorio necesario para llegar a una determinación, sin que ello vulnere los derechos fundamentales de debido proceso, seguridad jurídica y expedites en la impartición de justicia.

De igual forma, en los asuntos SUP-REP-107/2015 y SUP-REP-108/2015, ese Alto Tribunal estableció que, de forma ordinaria, las autoridades administrativas electorales, cuando se presente una denuncia por presuntas infracciones en materia electoral, deben determinar si corresponde conocerla por la vía especial, o bien, si no se ubican dentro de los supuestos del mismo, será a través de la vía ordinaria, lo anterior, atendiendo al hecho de sí se está dentro o fuera de un proceso electoral.

Conforme a las anteriores consideraciones, es posible concluir que el POS sí cumple con los derechos fundamentales de certeza y seguridad jurídica, ya que impone plazos a la actuación de la autoridad para que el procedimiento se desarrolle y no permanezca indefinido.

En el POS, la autoridad debe instrumentar y diligenciar todos los actos tendentes a emitir su resolución en un plazo razonable, por tanto, una vez presentada la denuncia, la autoridad esta constreñida a substanciarlo en un tiempo razonable para alcanzar la emisión de la resolución correspondiente.

El hecho de que exista el PES, como un procedimiento abreviado, no significa per se que el POS por tener plazos más amplios para su substanciación, menoscabe la impartición de justicia de manera pronta y expedita, sino que, atendiendo a la lógica del desarrollo de los procesos electorales, resultó necesario implementar un procedimiento sumario, en aras de salvaguardar los principios que rigen los comicios, sin que ello, desestime la eficacia, pertinencia y legalidad del POS.

No obstante, dado que esta autoridad jurisdiccional advierte una dilación la impartición de justicia ocasionada por las determinaciones del OPLE, resulta pertinente ordenar en su caso su tramitación en términos breves como se precisará en el capitulo de efectos de esta sentencia.

7. Efectos.

Al haber resultado fundados los agravios del promovente, en cuanto a la ilegalidad de la resolución CG-R-04/2020, lo procedente es revocarla, para los efectos siguientes:

1) Se ordena al Secretario Ejecutivo del Consejo General que, de no advertir diversa causal de improcedencia en la denuncia de origen, continúe con su trámite respectivo de manera inmediata, sustanciando el procedimiento hasta la elaboración del proyecto de resolución.
2) Se ordena al Consejo General resolver el procedimiento conforme a derecho.
3) Se requiere al Secretario Ejecutivo del Consejo General que, una vez cumplimentada la presente resolución informe de manera inmediata a este Tribunal por vía electrónica a la cuenta cumplimientos@teeags.mx y dentro de las veinticuatro horas siguientes a ello, deberá remitir copia certificada de las constancias que lo acreditan.
4) Se apercibe al Secretario Ejecutivo del Consejo General que, de no dar cumplimiento a la sentencia en los términos establecidos, se le impondrá alguna de las medidas de apremio a que se refiere el artículo 328 del Código Electoral.

Sin embargo, dada la dilación de impartición de justicia, se instruye al Secretario Ejecutivo y al Consejo General, a que, en caso de no advertir una causal de improcedencia diversa a la estudiada, sustancie y resuelva el POS en un plazo razonable, puesto que no es necesario agotar todos los plazos fijados por la ley, con excepción de:

i) El plazo para la contestación del denunciado en el ejercicio de su defensa y garantía de audiencia; y
ii) El plazo para las manifestaciones recaídas a las vistas del expediente antes de la propuesta del proyecto de resolución.

De esta manera, la autoridad responsable se encuentra en aptitud de acotar los plazos de decisión de admisión o desechamiento, de investigación, elaboración del proyecto y resolución del mismo por el Consejo General. Esto en el entendido de evitar mayor dilación de impartición de justicia al promovente.
Lo anterior, con base en la Tesis LXXIII/2016,[footnoteRef:7] ya que, en estos casos los OPLEs actúan como autoridades jurisdiccionales al sustanciar y resolver los procedimientos ordinarios sancionadores. [7:  Tesis LXXIII/2016. ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA. LOS TRIBUNALES ELECTORALES LOCALES DEBEN RESOLVER LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN UN PLAZO RAZONABLE, SIN QUE SEA NECESARIO AGOTAR LOS PLAZOS QUE FIJEN LAS LEYES PARA TAL EFECTO. - ] 


8. RESOLUTIVOS.

ÚNICO. - Se revoca la resolución CG-R-04/2020 para lo precisado en el capítulo de Efectos.

En su oportunidad, archívese el expediente como asunto total y definitivamente concluido. 

Así lo resolvió el Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, por unanimidad de votos de la Magistrada y Magistrados que lo integran, ante la Secretaria General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.
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